PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de:

L E Y

ARTICULO 1°: Modifícase el artículo 32 de la Ley 5827 –Orgánica del Poder Judicial- y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente forma:


“ARTICULO 32°: Sin perjuicio de lo dispuesto en la Constitución de la Provincia, son atribuciones de la Suprema Corte de Justicia las siguientes:

a) Representar al Poder Judicial.

b) Nombrar y remover todos los funcionarios y empleados auxiliares de la administración de Justicia a que se refiere el artículo 161°, inciso 4 de la Constitución: disponer sus traslados, como así también el de las oficinas del Poder Judicial.

c) Disponer la inspección, por intermedio de su Presidente o miembros que designe, de las Cámaras de Apelación, Tribunales y Juzgados de cualquier clase, Registros Públicos, Archivos y demás oficinas dependientes del Poder Judicial.

d) Observar la conducta de los Magistrados y funcionarios de la administración de justicia.

e) Fijar el horario de las Oficinas del Poder Judicial.

f) Conceder licencias a los Magistrados y a los funcionarios y empleados a que se refiere en inciso b).

g) Recibir juramento de Magistrados y funcionarios.

h) Determinar la forma de reemplazo en caso de licencia, ausencia, fallecimiento, renuncia, cesantía u otro impedimento de Magistrados, funcionarios y empleados, hasta tanto se nombre titular.

 i) Llamar a cualquier Magistrado o funcionario de la Justicia a fin de prevenirle por faltas u omisiones en el desempeño de sus funciones.

j) Determinar la feria judicial y disponer asuetos judiciales cuando un acontecimiento extraordinario así lo exija.

k) Formular las listas de profesionales auxiliares de la justicia, para nombramientos de oficio, estableciendo los requisitos que estos deben reunir para integrar dichas listas cuando leyes especiales no lo establezcan.

l) Establecer en todos los Departamentos Judiciales, los turnos judiciales y distribuir las causas en los Juzgados, organizando al efecto Receptorías de Expedientes nuevos, las que estarán dotadas de un Jefe y Segundo Jefe, quiénes deberán reunir las mismas condiciones que para ser Secretario de Primera Instancia, y demás personal necesario.

 Asimismo podrá, también, redistribuir las causas que tramitan ante los juzgados y demás Tribunales cuando medien razones de necesidad que impongan una mejor administración de justicia y, en especial en los casos de creación de nuevos órganos judiciales o se modifique la jurisdicción territorial de los mismos. 

 ll) Organizar asimismo en todos los Departamentos Judiciales Oficinas de Notificaciones y Mandamientos.

m) Suspender los términos judiciales cuando circunstancias especiales así lo requieran.

n) Formar listas de abogados que reúnan las condiciones para ser miembro de la Suprema Corte y de las Cámaras de Apelación, a los fines de la integración de dichos Tribunales.

o) Llevar un registro en el que se anoten las medidas disciplinarias adoptadas contra Magistrados, funcionarios y empleados del Poder Judicial.

p) Enviar anualmente al Poder Ejecutivo el proyecto de Presupuesto y la memoria del movimiento general de los Tribunales y reparticiones bajo su superintendencia.

q) Proponer al Poder Ejecutivo las reformas de procedimiento a que se refiere el artículo 165º de la Constitución. 

r) Formar las listas de los diarios de la Provincia y de cada localidad dentro de los cuales podrá disponerse la publicación de edictos y anuncios judiciales, exigiendo el cumplimiento de los requisitos establecidos en las leyes nacionales y provinciales que legislen al respecto.

s) Dictar las reglamentaciones conducentes al debido ejercicio de las funciones que le acuerden las leyes, así como también su reglamento interno.

t) Establecer por vía reglamentaria las condiciones y cualidades que deberán reunir los interesados para desempeñar los cargos de Secretario y demás cargos auxiliares del Poder Judicial
u) Establecer la Escuela Judicial de especialización, entrenamiento y capacitación para Magistrados, Funcionarios, Empleados del Poder Judicial y Aspirantes a Ingresar a la Magistratura y al Ministerio Público, reglamentando su funcionamiento. A tal fin, podrá celebrar convenios con universidades públicas o privadas, asociaciones de magistrados, colegios de abogados y otras organizaciones públicas y no gubernamentales sin fines de lucro, tendientes al mejor cumplimiento de los objetivos de la Escuela.”
ARTICULO 2°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

F U N D A M E N T O S



El presente proyecto se gestó como un aporte a la iniciativa del Poder Ejecutivo Provincial de crear en el ámbito del Ministerio de Justicia de la Provincia de Buenos Aires el “Consejo Consultivo para el Estudio y Elaboración de Reformas al Sistema Judicial de la Provincia de Buenos Aires”, con el objetivo de elaborar un programa de acciones para la reforma judicial (ver Decreto N° 218/04).



En aquel Decreto, se dejó en claro demanda social generalizada que exigía producir cambios en el servicio de justicia provincial y que por consiguiente, la necesidad de realizar diversas reformas que importaran “… simplificar trámites y procurar un acercamiento de los funcionarios a la gente, siendo una herramienta fundamental el compromiso con la formación y actualización permanente, así como la dedicación a la labor asignada, con ponderación de los resultados obtenidos, lo cual sólo puede lograrse a través de un sistema de evaluación periódica …”. 


En este contexto, creemos conveniente y oportuno discutir acerca de la necesidad de crear en nuestra Provincia la Escuela Judicial y en tal sentido realizamos la presente propuesta.



En esa senda nos hacemos eco del pensamiento esbozado por el Dr. Néstor Pedro SAGÜÉS, cuando afirmaba en una conferencia pronunciada en el Colegio de Abogados de La Plata, en octubre de 1980, que “…es notorio que no puede haber una seria reforma judicial sin pensar, al menos, en la posibilidad de instrumentar una Escuela Judicial…”. Es más, como también afirma Eduardo Graña, “… si se comparte el supuesto de que no será posible una definición acerca de la Escuela Judicial sin un previo consenso sobre sus objetivos, y de que éstos no podrán ser precisados adecuadamente sin una concepción clara de cuál es ese Poder Judicial que la sociedad argentina desea …”, agregamos que nada más oportuno que este momento para discutir la creación de la Escuela Judicial, cuando se va a elaborar una reforma de la justicia de la envergadura anunciada, como la que se pretende llevar adelante en nuestro ámbito.



En tal sentido conviene recordar que las escuelas judiciales surgieron a mediados del siglo pasado y el primer país en dar ese paso fue Japón con la creación del “Judicial Research Institute”, creado en 1939 y transformado más tarde, en 1947, en el “Legal Training and Research Institute”. Luego le siguieron la “Escuela Judicial” de España en 1944, la “Alta Escuela Judicial” de Alemania Oriental en 1947, el “Centre National d’Etudes Judiciaires” de Francia en 1958, base de la actual “Ecole National de la Magistrature (ENM)”, de 1970, por nombrar las pioneras. También en Estado Unidos surgieron instituciones de este tipo. A partir de 1965 comenzaron los cursos del “National Judicial College of the State Judiciary”, luego transformado en el “The National Judicial College”, y en 1967 se instrumenta legalmente (al decir de Sagüés en la conferencia citada) una entidad bastante similar para el ámbito central: el “Federal Judicial Center”.



En nuestro País, fue la Provincia de Chaco la pionera  junto con la de Santa Fe en la creación de este tipo de Instituciones, a finales de la década del ‘70. 



Ahora bien, cuál sería la razón que justificaría que el erario público destine fondos para la creación de una escuela judicial. Entendemos que como uno de los pilares del sistema republicano de gobierno, el Poder Judicial debe reunir dos requisitos básicos: debe ser independiente y, a su vez, debe ser eficiente y eficaz en la prestación del servicio de justicia y la Escuela Judicial tiene que contribuir a ello. Así, deberá preverse la implementación y desarrollo de cursos de orientación para postulantes que deseen ingresar a la Justicia, tendientes a promover y dar apoyo a una adecuada preparación y formación de los aspirantes; promover la actualización y el perfeccionamiento permanente de los integrantes de la magistratura y del Ministerio Público



Con ese objetivo, la escuela judicial debe contribuir a impartir y actualizar conocimientos jurídicos sustanciales y procesales, mejorar las destrezas y técnicas relativas a la gestión judicial, considerando la organización y eficiencia del funcionamiento del tribunal y la conducción del procedimiento, en orden a optimizar la celeridad, inmediación y oralidad del mismo.



Seguramente habrá que pensar y definir las funciones que debería desarrollar la Escuela Judicial. Entendemos que se deberá apuntar a identificar en forma permanente las necesidades de educación de los magistrados y del personal judicial; desarrollar y coordinar programas de capacitación judicial de gran espectro y accesibilidad; proveer de información a los tribunales sobre nuevas normas y nuevas situaciones; promover, desarrollar y divulgar investigaciones científicas y técnicas para mejorar los métodos y sistemas de trabajo.



La dinámica de la sociedad hace imprescindible que los actores de la Justicia se actualicen permanentemente, no solo en materia legislativa sino también en otras disciplinas, ya que las variaciones más profundas y repentinas no suelen suceder en el ámbito del derecho, sino en las condiciones socio – económicas del país, dando lugar (como sostiene Eduardo Graña en su trabajo “Pensando la Escuela Judicial”) a que se manifiesten nuevos tipos de conflictos, reaparezcan con energía otros antiguos o intensifiquen su virulencia los que en un momento dado se mantienen en estado de latencia. La resolución de esos conflictos requiere del manejo de técnicas específicas que prevén disciplinas que no forman parte del saber jurídico. Agrega Graña que: “… Ni qué hablar, por otra parte, de los avances tecnológicos, organizativos o administrativos, cuya disponibilidad para su empleo por los tribunales se va liberando continuamente, y que constituyen en la actualidad herramientas insustituibles para colaborar en su eficacia y también en su eficiencia.”


En resumen, la definición de los objetivos de la Escuela Judicial estará dada por aquellos que se tracen en la Reforma Judicial que se lleve adelante en la Provincia, pues sin lugar a dudas deberá constituirse en el instrumento fundamental para el cambio en la Justicia y, a la vez, en el elemento central de cohesión institucional en torno de sus objetivos.



Ahora bien, bajo que órbita debería funcionar la Escuela Judicial?

Las respuestas dadas en el ámbito local e internacional son variadas. Así existen Escuelas Judiciales que están en la órbita del Poder Ejecutivo como el caso de España, Francia o la Provincia de Santa Fe; también las hay dentro de la Universidad como es el caso de la Escuela de Jueces de Chile o el proyecto Mallo Rivas – Delfino, de creación del “Instituto Superior de la Magistratura” en la Provincia de Buenos Aires. Algunos otros la han ubicado bajo la órbita de asociaciones privadas como en Estado Nevada (EE.UU.). En el ámbito de la Nación, la Escuela Judicial depende del Consejo de la Magistratura y otros la han ubicado en la órbita del Poder Judicial, como es el caso de Japón, el “Federal Judicial Center” de Estado Unidos de América, las Provincias de Tucumán y Chaco, entre otros.



En este caso particular, consideramos adecuado su ubicación bajo la órbita del Poder Judicial, en el entendimiento que nadie mejor que este Poder para comprender, alentar y controlar el desenvolvimiento de un centro de formación y especialización de futuros jueces y funcionarios judiciales, o el perfeccionamiento de los actuales planteles, en un marco de jerarquía e independencia. De todas formas, no nos negamos a discutir con nuestros pares la conveniencia de la órbita en la que daba ubicarse este Órgano y esperamos que en su paso por las respectivas Comisiones éste sea un asunto de debate.


Por otra parte, es justo reconocer que nuestra Corte – oportunamente-  dio un paso adelante con la creación del Instituto de Estudios Judiciales (creado por el Acuerdo 2086 del 16 de octubre de 1984), pero el mismo fue pensado principalmente como organismo de entrenamiento y perfeccionamiento del personal auxiliar de la judicatura y no para perfeccionar a magistrados o formar a los futuros jueces. De allí la necesidad de que sea más amplio el cometido de la Escuela que proponemos.



En definitiva, entendemos que se abre una gran posibilidad para la creación de la Escuela Judicial en la Provincia de Buenos Aires, a partir de la discusión de una reforma judicial que sea efectiva, perdurable y racional como propuso el Gobierno, convirtiendo al Instituto a crearse en el verdadero motor de una reforma mas profunda.


Por los motivos expuestos, es que sometemos a debate de los Señores Legisladores el presente proyecto, con la esperanza de que del debate de ideas acerca de la creación de este Instituto, podamos contribuir a la mejora y calidad de los actuales y futuros miembros de Poder Judicial.

